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TEMAS:
CONSORCIOS / CARECEN DE PERSONERÍA JURÍDICA / POR ENDE, NO SON SUJETO DE DERECHOS Y OBLIGACIONES / LA RESPONSABILIDAD CONTRACTUAL LA TIENEN QUIENES LOS INTEGRAN / CONTRATISTAS INDEPENDIENTES / RESPONSABILIDAD SOLIDARIA DEL DUEÑO O BENEFICIARIO DE LA OBRA.
Establece el artículo 7º de la Ley 80 de 1993, que se está ante la presencia de un consorcio cuando dos o más personas (naturales o jurídicas) en forma conjunta presentan una misma propuesta para la adjudicación, celebración y ejecución de un contrato, debiendo responder solidariamente de todas y cada una de las obligaciones derivadas de la propuesta y del contrato; por lo que, las actuaciones, hechos y omisiones que se presenten en desarrollo de éstos, afectarán a todos los miembros que lo conforman.

Sobre el tema, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia de 11 de febrero de 2009 radicación Nº 24426, manifestó que este tipo de entidades no son sujetos procesales que puedan tener obligaciones a su cargo al no tener personería jurídica, por lo que las responsabilidades que surjan de la ejecución del contrato, están a cargo de las personas que la integran. (…)
En cuanto a la solidaridad que se pretende endilgar al Departamento de Risaralda, como beneficiario de la obra ejecutada por el Consorcio Cuellar Acero, para el cual el demandante prestó sus servicios, es preciso recordar que el artículo 34 del CST, establece que en aquellos eventos en que el beneficiario o dueño de la obra, contrate con un tercero, la realización de labores que sean similares o afines a las que ordinariamente adelanta aquel, será solidariamente responsable de las obligaciones laborales insolutas al trabajador, puntualmente de los salarios, prestaciones e indemnizaciones a que tenga derecho este.  

Al respecto, la jurisprudencia del órgano de cierre de la especialidad laboral ha establecido en forma reiterada, que la solidaridad de que trata el artículo 34, no surge del hecho de que las labores del contratista independiente sean idénticas a las del dueño o beneficiario de la obra, pero tampoco de cualquier labor ejecutada, pues dichas actividades deben ser afines con el propósito que busca el contratante.
SALVAMENTO DE VOTO: DOCTOR JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

En cuanto a los aportes a la seguridad social, confiesa el accionante en la demanda y su reforma que los demandados le cancelaban los aportes a la seguridad social, pero por un valor menor al que correspondía, y para dar fe de ello arrimó el supuesto reporte de las semanas de cotización… y copia del formulario de afiliación a la EPS…
Respecto al primero de ellos, debe decirse que se trata de un documento que no cuenta con firma del funcionario, emisor o responsable de su autoría, sin que se evidencia en él otros elementos o signos de individualización que permitan colegir quién los elaboró, por lo que de conformidad con lo establecido por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia… a este tipo de documentos que no cuentan con tales características, no es posible valorarlo en la forma que se pretende y por tanto no sirve de sustento para acreditar que el pago que se hizo fue por un valor inferior al salario devengado por el actor.

Y frente al segundo documento, esto es el de la afiliación a la EPS Saludcopp, lo primero que debe advertirse es que la casilla en la que se encuentra el reporte del salario no es legible, ya que encima de un aparente número que podría ser 515.000 o 915.000 se encuentra un sobre rayado que precisamente impide que se pueda definir con claridad cuál es el verdadero valor reportado…

En cuanto a la solidaridad que se le pretende endilgar al Departamento de Risaralda, al considerar el señor Rigoberto Velásquez Ochoa que el ente territorial es beneficiario de la obra ejecutada por el Consorcio Cuellar Acero para el cual prestó sus servicios en calidad de oficial de herrería, preciso es recordar que en providencia emitida por esta Corporación el 29 de septiembre de 2016 con ponencia del Magistrado Francisco Javier Tamayo Tabares…, en el cual se pretendía la declaración de solidaridad del Municipio de Pereira por las obras civiles adelantadas en las calles de ese ente territorial, manifestó: “Por otro lado, si el punto se pudiera dilucidar con prescindencia del tantas veces aludido contrato de obra pública, y solo se atendiera el hecho de que el Municipio de Pereira, es el dueño del sistema masivo de Transporte de pasajeros del área metropolitana, por la simple razón de que estaba proyectado a rodar, y en efecto hoy circula por su malla vial, entre otros, dando a entender, que las vías son de dominio de dicho Municipio, amén de que sobre las mismas fue que el actor ejecutó sus labores, tal como lo razonó el a-quo, es menester despachar negativamente dicha argumentación, por cuanto los Municipios, como los demás entes Públicos, ejercen un derecho de dominio semejante al que ejercen los particulares sobre sus bienes, únicamente en relación con los bienes fiscales (art. 674 C.C.). De tal suerte que, las vías, carreteras, puentes, parques y caminos, son bienes de uso público (art. 674 C.C.), que se encuentran lejos de un dominio focalizado en un solo sujeto titular…”. (…)
Considero que esa es la posición que debía mantenerse pues no veo motivos actuales de peso para ir ahora en sentido contrario, pues, al no poseer el Departamento de Risaralda la titularidad de la carretera sobre la cual se ejercieron las actividades ejecutadas bajo el amparo del contrato Nº 1207 de 24 de diciembre de 2009 y siendo, como no cabe duda que lo es, un ente simplemente encargado de su mantenimiento y conservación, no es posible catalogarlo como el beneficiario directo de la obra en los términos del artículo 34 del CST, pues los verdaderos beneficiarios no son otros que todos los habitantes del territorio nacional…

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

Hoy, veintiocho de agosto de dos mil diecinueve, siendo las ocho de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta y los recursos de apelación interpuestos por el DEPARTAMENTO DE RISARALDA, LUIS FERNANDO MELO OSSA Y GUILLERMO LEÓN ACERO CASTELLANOS, estos dos últimos como integrantes del CONSORCIO CUELLAR ACERO, en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 19 de octubre de 2018, dentro del proceso promovido por el señor RIGOBERTO VELÁSQUEZ OCHOA y en el que también se encuentra demandada la sociedad CUELLAR TOVAR Y CIA S EN C., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2012-00350-02.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Rigoberto Velásquez Ochoa que la justicia ordinaria laboral declare que entre él y el Consorcio Cuellar Acero existió un contrato de trabajo desde el 12 de septiembre de 2010 hasta el 3 de diciembre de 2010 y con base en ello aspira que se le reconozcan una serie de emolumentos e indemnización, de las cuales solicita también, que se declare solidariamente responsable al Departamento de Risaralda. 
Refiere que: Entre la Gobernación de Risaralda y el Consorcio Cuellar Acero integrado por Luis Fernando Melo Ossa, Guillermo León Acero y Cuellar Tovar Cía. S en C. se celebró contrato 1207 de 24 de diciembre de 2009, con el objeto de realizar obras en la red vial Quinchía – Irra; en desarrollo de ese contrato, los integrantes del consorcio y él suscribieron contrato de trabajo para ejecutar actividades como ayudante de obra, el cual se prolongó entre las calendas anteriormente señaladas; si bien el salario efectivamente devengado mensualmente arribaba a la suma de $800.000, la verdad es que los hacían firmar dos nóminas, una por el valor real y otra por el mínimo legal mensual vigente; tal situación se evidencia precisamente en los aportes a la seguridad social que fueron efectuados por el menor valor; por motivos de índole personal renunció, iniciando las gestiones para obtener el pago de la liquidación del contrato, sin embargo, ello no aconteció, poniendo al tanto de la omisión a la Gobernación de Risaralda. Por ser beneficiaria de la obra ejecutada por él, elevó reclamación administrativa ante el ente territorial el 6 de marzo de 2012, quien el 2 de abril siguiente dio respuesta negativa.
Al dar respuesta a la demanda y su reforma –fls.73 a 86 y 246 a 247- el Departamento de Risaralda aceptó la suscripción del contrato 1207 de 24 de diciembre de 2009 con el Consorcio Cuellar Acero, así como la reclamación administrativa elevada por el accionante y su respuesta. Frente a los demás hechos expresó que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y formuló siete excepciones de mérito que aspira demostrar en el trámite procesal.
En escrito anexo –fls.130 a 134- solicitó que fuera llamada en garantía la Compañía Aseguradora de Fianzas S.A. –Confianza- al haberse suscrito en su favor póliza de cumplimiento por parte del Consorcio Cuellar Acero en virtud al contrato 1207 de 24 de diciembre de 2009.
Por su parte los señores Luis Guillermo Melo Ossa y Guillermo León Acero Castellanos, así como la sociedad Cuellar Tovar y Cía. S en C, ésta última a través de curador ad litem, presentaron escritos –fls.176 a 184 y 196 a 198- mediante los cuales pretendían dar respuesta a la demanda, sin embargo, el Juzgado de Conocimiento en auto de 14 de octubre de 2015 –fls.243 a 245- inadmitió la presentada por los dos primeros al no ajustarse a lo preceptuado en el artículo 31 del CPT y de la SS, otorgándoles cinco días para su corrección, mientras que la arrimada por el curador ad litem de la referenciada sociedad, la tuvo por no contestada al haber sido allegada por fuera del término. Pasados los cinco días hábiles concedidos, los demandados guardaron silencio, lo que llevó a que se tuviera por no contestada.
En cuanto al llamamiento en garantía, en auto de 27 de mayo de 2016 –fl.253- el despacho ordenó continuar el trámite sin la aseguradora Confianza S.A., en consideración a que no se procuró su vinculación dentro de los 90 días hábiles siguientes a la admisión del llamamiento, decisión que fue confirmada en auto de 13 de junio de 2016 –fl.257- en el que se resolvió el recurso de reposición interpuesto en contra de la primera providencia, y en el que también se negó el recurso de apelación que se había interpuesto de manera subsidiaria.
En sentencia de 19 de octubre de 2018, la funcionaria de primer grado declaró que entre el señor Rigoberto Velásquez Ochoa y los integrantes del Consorcio Cuellar Acero existió un contrato de trabajo entre el 12 de septiembre y el 3 de diciembre de 2010, estableciendo que el salario devengado mensualmente ascendía a la suma de $800.000, condenando a continuación a éstos a reconocer y pagar las prestaciones sociales y compensación de vacaciones por los valores allí indicados.

Posteriormente condenó a los integrantes del citado consorcio a reajustar el monto de los aportes en salud y pensión teniendo en cuenta el salario realmente devengado e igualmente fulminó condena en su contra por concepto de sanción moratoria por no pago de las prestaciones sociales a la finalización del vínculo laboral, consistente en un día de salario por cada día de retardo por los veinticuatro primeros meses y a partir del mes veinticinco intereses a la tasa máxima de los créditos de libre asignación certificados por la Superintendencia Financiera y hasta que se produzca el pago total de las prestaciones sociales.
Finalmente declaró que el Departamento de Risaralda es solidariamente responsable en los términos establecidos en el artículo 34 el CST, frente a las condenas impuestas a los integrantes del Consorcio Cuellar Acero.

Inconformes con la decisión, el Departamento de Risaralda y los señores Luis Fernando Melo Ossa y Guillermo León Acero Castellanos (integrantes del Consorcio Cuellar Acero) interpusieron recurso de apelación, en los siguientes términos:

El apoderado judicial del Departamento de Risaralda expresó que en el proceso no quedó fehacientemente demostrado que el accionante haya sido contratado por los integrantes del Consorcio Cuellar Acero, ya que al parecer realmente su vinculación fue hecha para trabajar a favor de un tercero diferente a éstos.
Adicionalmente sostiene que agotó todos los trámites pertinentes para lograr la vinculación de la aseguradora Confianza S.A. en calidad de llamada en garantía, debiéndose en consecuencia revocar el auto proferido el 27 de mayo de 2016 a través del cual se ordenó la continuación del trámite sin su comparecencia, a efectos de que responda por las condenas que le fueron impuestas solidariamente en los términos del artículo 34 del CST.

El apoderado judicial del señor Luis Fernando Melo Ossa indicó que no era cierto que el salario mensual devengado por el señor Rigoberto Velásquez Ochoa fuera equivalente a la suma de $800.000, pues en el trámite quedó demostrado que era igual al mínimo legal mensual vigente, situación que debe modificar el monto de las condenas, así como la exoneración del reajuste de los aportes a la seguridad social.
Frente a la sanción moratoria sostuvo que en el proceso no quedó demostrada la actuación de mala fe que hace que se imponga este tipo de condena, pues por el contrario lo que se evidenció fue la omisión del trabajador en reclamar debidamente las prestaciones económicas a que tenía derecho.

El apoderado judicial del señor Guillermo León Acero Castellanos sostiene que no es posible que él como persona natural responda por las acreencias laborales que le fueron impuestas en la sentencia, por cuanto fue el Consorcio Cuellar Acero quien se obligó contractualmente con el señor Rigoberto Velásquez Ochoa y por tanto es éste quien debe responder por las referenciadas acreencias.
Al haber resultado condenado el Departamento de Risaralda, se dispondrá también el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURÍDICO:

¿Están facultados los consorcios para comparecer y responder judicialmente frente a las obligaciones surgidas de la ejecución de los contratos que les fueron adjudicados?

¿Existió entre el señor Rigoberto Velásquez Ochoa y los integrantes del consorcio Cuellar Acero un contrato de trabajo en los términos definidos por el juzgado de conocimiento?
¿Debe responder solidariamente el Departamento de Risaralda frente a las eventuales condenas que le pudieren ser impuestas a los integrantes del Consorcio Cuellar Acero por las actividades desplegadas en las vía pública Quinchía – Irra?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, se considera necesario precisar, los siguientes aspectos:
RESPONSABILIDAD CONTRACTUAL DE LOS CONSORCIOS.
Establece el artículo 7º de la Ley 80 de 1993, que se está ante la presencia de un consorcio cuando dos o más personas (naturales o jurídicas) en forma conjunta presentan una misma propuesta para la adjudicación, celebración y ejecución de un contrato, debiendo responder solidariamente de todas y cada una de las obligaciones derivadas de la propuesta y del contrato; por lo que, las actuaciones, hechos y omisiones que se presenten en desarrollo de éstos, afectarán a todos los miembros que lo conforman.

Sobre el tema, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia de 11 de febrero de 2009 radicación Nº 24426, manifestó que este tipo de entidades no son sujetos procesales que puedan tener obligaciones a su cargo al no tener personería jurídica, por lo que las responsabilidades que surjan de la ejecución del contrato, están a cargo de las personas que la integran.

Tal postura fue reiterada por el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria laboral en providencia AL858 de 15 de febrero de 2017 con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo, cuando al dirimir un conflicto de competencia entre dos juzgados laborales del circuito, expresó:
“Ahora, si la Sala entendiera que la promotora del litigio hace referencia es al domicilio del demandado, se tiene que por tratarse de un consorcio este carece de personería jurídica y, en esa medida quienes tienen capacidad para ser parte son las personas naturales o jurídicas que lo conforman, en este caso, Bureau Veritas Colombia Ltda. y Tecnicontrol S.A.S., las cuales tienen su domicilio en Medellín y Bogotá, respectivamente, de conformidad con los certificados de existencia y representación legal obrantes a folios 12 a 18.

De ahí que si los integrantes de un consorcio deben comparecer al proceso, lo harán de manera individual, en condición de demandantes o demandados, según corresponda.”.

EL CASO CONCRETO

Estudiado entonces en detalle el tema de la responsabilidad contractual de los consorcios, no cabe duda que por disposición legal y jurisprudencial, el Consorcio Cuellar Acero no tiene personería jurídica y en consecuencia no posee la capacidad para responder judicial y patrimonialmente frente a las obligaciones que se deriven del contrato que le fue adjudicado, siendo las personas naturales y jurídicas que lo conforman, las llamadas a integrar la litis en la parte pasiva y por lo tanto a responder por las obligaciones que se le pretenden endilgar.
Aclarado lo anterior y existiendo certeza sobre el hecho de que el Departamento de Risaralda le adjudicó al Consorcio Cuellar Acero integrado por Guillermo León Acero Castellanos, Luis Fernando Melo Ossa y la sociedad Cuellar Tovar y Cia S en C. el contrato de obra Nº 1207 de 24 de diciembre de 2009, no solo porque así lo informa el ente territorial al dar respuesta a la demanda –fls.73 a 86-, sino porque de ello da fe el mencionado contrato y sus documentos anexos visibles a folios 87 y siguientes del expediente; lo que corresponde establecer a continuación, es si el señor Rigoberto Velásquez Ochoa prestó sus servicios a favor de los demandados en la obra en comento.

Con ese fin comparecieron a rendir declaración los señores Jaime Norberto Torres Bravo (ingeniero residente de la obra) y William Rendón Arboleda (maestro contratado en la obra), siendo escuchado el primero por petición de la parte demandada, mientras el segundo lo fue por solicitud de la parte actora.

Fueron coincidentes los testigos en expresar que el señor Rigoberto Velásquez Ochoa fue contratado para desempeñar el cargo de oficial de herrería en la obra adjudicada al Consorcio Cuellar Acero, señalando que en esa calidad le correspondía organizar los aceros que iban dentro de los muros de contención que se debían ubicar para mejorar la red vial sobre la cual estaban trabajando, esto es, en la vía Quinchía – Irra; que esos servicios los prestó desde mediados del mes de septiembre del año 2010 hasta principios del mes de diciembre de esa misma anualidad y que fue él quien decidió dar por finalizado el contrato. Indicaron que las tareas para las que fue contratado debían ser desempeñadas en un horario de lunes a viernes de 7:00 am a 5:00 pm y los sábados hasta el medio día; expresaron también que eran ellos como ingeniero residente y maestro de la obra, quienes le daban las órdenes al personal de la obra, dentro de los que se encontraba el accionante en su calidad de herrero; en cuanto a la remuneración, el señor Torres Bravo aseguró que como el demandante no era ayudante de obra, sino que se desempeñaba como oficial de herrería, su salario mensual era superior al mínimo, pero que no recordaba con exactitud a cuanto ascendía, mientras que el señor Rendón Arboleda expresó que los oficiales como el accionante devengaban alrededor de $800.000 mensuales.

Finalmente respecto al pago de las acreencias laborales, el ingeniero residente expresó que las liquidaciones no se pudieron cancelar inmediatamente se finalizó la obra, sino que hubo que esperar aproximadamente dos meses para pagar esas obligaciones, señalando que al señor Rigoberto se le hicieron llamados para que fuera a recibir lo que le correspondía, pero que, por razones que desconoce, no fue; por su parte, frente al mismo aspecto, el señor William Rendón Arboleda expresó por el contrario, que tanto él como el señor Velásquez Ochoa persiguieron insistentemente el pago de la liquidación de sus contratos, sin que ello aconteciera, al punto que el mismo tuvo también que demandar para poder recibir el fruto de su trabajo, que en todo caso no lo percibió de manos de los integrantes del consorcio, sino por parte del Departamento de Risaralda.
De conformidad con lo expuesto y como bien lo concluyó el Juzgado Segundo Laboral del Circuito, no hay duda en que entre el señor Rigoberto Velásquez Ochoa y los integrantes del Consorcio Cuellar Acero existió un contrato de trabajo entre el 12 de septiembre y el 3 de diciembre de 2010, desempeñándose como oficial de herrería y devengando un salario mensual de $800.000.
Como en el expediente no obra prueba que acredite el pago de las prestaciones sociales y vacaciones al señor Rigoberto Velásquez Ochoa por parte de los integrantes del Consorcio Cuellar Acero, era del caso ordenar su reconocimiento y pago a cargo de estos, en las cuantías determinadas por la a quo que se encuentran correctamente liquidadas, ya que teniendo en cuenta el salario devengado más el auxilio de transporte para el año 2010 que equivalía a la suma de $61.500 mensuales, se le adeudan por concepto de cesantías la suma de $193.837,5, valor éste que también se le debe por concepto de prima de servicios y la suma de $5.233,61 por concepto de intereses a las cesantías, mientras que por concepto de vacaciones, sin tener en cuenta el auxilio de transporte, se le debe al accionante la suma de $90.000, que como ya se advirtió, se encuentran adecuadamente liquidadas en el ordinal segundo de la sentencia objeto de estudio.
En lo que concierne a la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del CST ante la ausencia de pago de las prestaciones sociales, ha sido posición pacifica de la jurisprudencia nacional y local sostener que este tipo de sanciones no se generan de manera automática, en consideración a que el empleador tiene la posibilidad de exonerarse de su imposición en la medida en que justifique su omisión con argumentos que puedan ser puestos en el plano de la buena fe.

En ese aspecto, cabe recordar que los dos testigos escuchados en el proceso, dieron fe que al accionante no se le había cancelado la liquidación del contrato inmediatamente después de haberlo finalizado por su voluntad, es más, el ingeniero residente expresó que a ninguno de los trabajadores se le había podido cancelar cuando terminó la obra, que según el acta de recibo de la obra –fls.109 a 111- finalizó el 28 de mayo de 2011, lo que indica que esos dos meses de los que habla el testigo se dieron aproximadamente finalizando el mes de julio de 2011, momento en el que había transcurrido más de medio año desde que se finiquitara el contrato de trabajo con el actor, sin que se evidencie realmente justificación alguna en ese retardo que pueda exonerar a los demandados de la imposición de la sanción moratoria, siendo del caso expresar que si bien el señor Jaime Norberto Torres Bravo dijo que al accionante se le estuvo llamando desde ese momento para que fuera a recibir el pago de lo debido, la verdad es que si la intención de los integrantes del consorcio hubiere sido la de ponerse a paz y salvo con su extrabajador, su actuación habría estado dirigida a poner a su disposición la suma adeudada a través de su consignación a órdenes de un despacho judicial laboral, medio del cual no hizo uso; por lo que se validará la condena impuesta en ese aspecto por la a quo en el ordinal tercero de la sentencia que se encuentra ajustada a derecho.
Como quiera que los integrantes de la Sala no coincidimos respecto al siguiente tema a tratar y por mayoría se ha tomado una decisión diferente a la que presentó el ponente en este punto se le concede en este momento la palabra al Magistrado que me sigue en turno, doctor Francisco Javier Tamayo Tabares para que realice la ponencia en aspecto en mención.

Como se  ha dicho anteladamente quedan por resolver las pretensiones de la demanda relacionadas con los aportes pensionales y a ello valen las siguientes consideraciones.

En cuanto a los aportes a la seguridad social, la parte actora solicitó su reajuste, arguyendo que los demandados efectuaron el pago de las cotizaciones tomando una base inferior a la que realmente correspondía.
En efecto, conforme al reporte de semanas cotizadas en la AFP Protección, visible a folio 42 a 44, se observa que durante los ciclos de septiembre a diciembre de 2010, el Consorcio Cuellar Acero, efectuó el pago de tales aportes sobre una base salarial mensual de $515.000 y su valor proporcional de acuerdo al número de días efectivamente laborados en el mes por el trabajador.  

De otra parte, ningún medio de convicción allegaron los demandados en orden a demostrar que las cotizaciones se hicieron teniendo en cuenta el salario mensual devengado por el trabajador en cuantía de $ 800.000 mensuales.

Por ende, acertó la sentenciadora de primer grado al ordenar el reajuste de tales aportes, teniendo en cuenta el salario que realmente correspondía, acorde con el cálculo que respecto a los mismos, con sus intereses moratorios, si a ello hay lugar, efectúe la entidad administradora de pensiones al que se encuentra afiliado el actor. 

No obstante, se considera pertinente adicionar el ordinal 4º de la sentencia de primer grado, para ordenar al juzgado del conocimiento que oficie al fondo privado en comento, remitiéndole los respectivos anexos y la base salarial de las cotizaciones, para la elaboración de tal calculo. Una vez, el fondo, efectúe tal cálculo, y se dé a conocer al deudor, éste dispondrá de quince (15) días, para que realice el reajuste de los respectivos aportes.

A lo que si no se accederá es al pago del reajuste de los aportes al sistema de seguridad social en salud, pues aun cuando las cotizaciones pudieron haberse efectuado sobre una base salarial inferior a la que correspondía, se trata de un hecho consumado, en que el demandante recibió atención y cubrimiento a tal riesgo de salud. Aunado a ello, no se acreditó la ocurrencia de una contingencia de salud que ameritara la reparación o indemnización de perjuicios sufridos por el trabajador. Al respecto, ver sentencia del máximo órgano de cierre de la especialidad laboral, sentencia SL 3009 del 15 de febrero de 2017. 

Por ende, se revocará parcialmente la sentencia en los términos anotados precedentemente.

En cuanto a la solidaridad que se pretende endilgar al Departamento de Risaralda, como beneficiario de la obra ejecutada por el Consorcio Cuellar Acero, para el cual el demandante prestó sus servicios, es preciso recordar que el artículo 34 del CST, establece que en aquellos eventos en que el beneficiario o dueño de la obra, contrate con un tercero, la realización de labores que sean similares o afines a las que ordinariamente adelanta aquel, será solidariamente responsable de las obligaciones laborales insolutas al trabajador, puntualmente de los salarios, prestaciones e indemnizaciones a que tenga derecho este.  
Al respecto, la jurisprudencia del órgano de cierre de la especialidad laboral ha establecido en forma reiterada, que la solidaridad de que trata el artículo 34, no surge del hecho de que las labores del contratista independiente sean idénticas a las del dueño o beneficiario de la obra, pero tampoco de cualquier labor ejecutada, pues dichas actividades deben ser afines con el propósito que busca el contratante. Así, en sentencia No. 38255 del 17 de abril de 2012. Indicó que la solidaridad “del precitado artículo 34 del CST consiste en que la obra o labor pertenezca a las actividades normales o corrientes de quien encargó su ejecución, pues si es ajena a ella, los trabajadores del contratista independiente no tienen contra el beneficiario del trabajo tal acción de solidaridad.” 
Así las cosas, es indispensable verificar si entre la labor contratada por el Departamento de Risaralday las que ordinariamente ejecutó el demandante, en cumplimiento de su misión, existe afinidad, similitud o igualdad, para en tal caso, derivar la solidaridad correspondiente. Ahora, se precisa que el tema de la afinidad, necesariamente, debe entenderse en el marco de las concausas o factores que realmente, sean basales para el cumplimiento del objeto social, sin extenderse a aquellas actividades que siendo importantes no definen o efectivizan el cumplimiento del mismo, o bien que sean extraordinarias.
Para empezar, es preciso hacer mención que los Departamentos son entidades territoriales a las cuales corresponde la construcción, conservación, rehabilitación, ampliación y administración de todos y cada uno de los componentes de su propiedad, tales como, las vías, carreteras, puentes, calles, caminos, obras de infraestructura, entre otras, para lo cual pueden constituir entidades autónomas con personería jurídica y patrimonio propio, para la ejecución de las obras en forma directa o indirecta, u otorgar concesiones a particulares para el cumplimiento de esas funciones con el propósito de llevar a cabo proyectos de infraestructura vial.  (Decreto 1222 de 1986 y Ley 105 de 1993).

En el sub-lite, se tiene el Departamento de Risaralda adjudicó al Consorcio Cuellar Acero, el contrato de obra pública No.1207 del 24 de diciembre de 2009, con sus dos prórrogas, el cual tuvo como objeto principal el de: “Ampliación, rehabilitación, mejoramiento, obras remediales red vial secundaria del Departamento de Risaralda Grupo No. 3 Mejoramiento y/o obras remediales de la vía Quinchía-Irra I Etapa”. 

Así mismo, que en cumplimiento de dicho contrato de obra, el Consorcio en mención contrató al demandante para desempeñar el cargo de oficial de herrería. 

De ahí que resulta evidente que en efecto, al haber ejecutado el Consorcio Cuellar Acero la construcción y ampliación de obras públicas perteneciente al Departamento de Risaralda, tanto esa entidad como el trabajador demandante, tuvieron a cargo una de las funciones básicas de integración de esa entidad territorial, cual es la construcción y mantenimiento de obras de infraestructura vial y de transporte que forman parte del rango departamental. 

De suerte que, con lo expuesto, se colman a cabalidad los presupuestos de orden factico y jurídico, para dar por sentada la solidaridad pregonada contra el Departamento de Risaralda, como lo concluyó la a-quo, en relación con los haberes laborales que deben cubrir, como obligados principales, en calidad de empleadores, los integrantes del Consorcio Cuellar Acero. 

Cabe aclarar que, otra situación distinta se presenta cuando el Departamento, en cumplimiento a esa función pública, constituye una entidad autónoma e independiente para la construcción y mantenimiento de obras de infraestructura en las vías o carreteras de su propiedad, pues en esos casos, mal podría apreciarse la solidaridad para comprometer al ente territorial, en tanto que, la solidaridad recaería en la empresa constituida, para quien el ente territorial concurrió aportando recursos económicos para su funcionamiento. Por consiguiente, el Departamento haría presencia, empero, por conducto de  la empresa a la que concurrió a la constitución. No obstante, tal circunstancia no fue la advertida en este proceso. 

No sale avante, por ende, el recurso de apelación interpuesto en ese sentido.

Por último, en cuanto al ataque dirigido contra la orden de desvinculación de la aseguradora Confianza S.A., la Sala dirá que no es este el momento procesal oportuno para combatir esa decisión de la jueza, como quiera que esa posibilidad le precluyó cuando finalizó ese acto procesal que dispuso continuar el proceso sin su comparecencia, dictado el 27 de mayo de 2016, sin que sea posible en esta etapa reabrir ese debate. No prospera, por ende, este segmento de la alzada. 

Costas en esta instancia a cargo de los recurrentes demandados en un 100% y a favor del demandante, dada la improsperidad de sus alzadas. 

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral N.3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la Republica y por autoridad de la Ley,

RESUELVE

1. REVOCAR PARCIALMENTE el ordinal 4º de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, en el sentido de ABSOLVER a los demandados integrantes del Consorcio Cuellar Acero, del pago de los aportes al sistema de salud a favor del demandante. Y ADICIONARLO para ordenarle al juzgado del conocimiento que oficie al fondo privado al cual se encuentra afiliado el señor Rigoberto Velásquez Ochoa, remitiéndole los respectivos anexos y la base salarial de las cotizaciones, para la elaboración de tal calculo. Una vez, el fondo, efectúe tal cálculo, y se dé a conocer a los deudores, estos dispondrán de quince (15) días, para que realicen el reajuste de los respectivos aportes.

2. CONFIRMAR todo lo demás.

3. Costas en esta instancia a cargo de los recurrentes demandados en un 100% y a favor del demandante. 

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente diligencia se termina y firma esta acta por las personas intervinientes. 

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
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SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO

Con el respeto que corresponde, me aparto parcialmente de la decisión acogida por los demás integrantes de Sala, respecto a los siguientes aspectos:

PRIMERO: En cuanto a los aportes a la seguridad social, confiesa el accionante en la demanda y su reforma que los demandados le cancelaban los aportes a la seguridad social, pero por un valor menor al que correspondía, y para dar fe de ello arrimó el supuesto reporte de las semanas de cotización –fls.42 a 44- y copia del formulario de afiliación a la EPS –fl.47-.

Respecto al primero de ellos, debe decirse que se trata de un documento que no cuenta con firma del funcionario, emisor o responsable de su autoría, sin que se evidencia en él otros elementos o signos de individualización que permitan colegir quién los elaboró, por lo que de conformidad con lo establecido por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia CSJ SL-6557-2016, reiterada entre otras en providencias SL11412-2017 y SL19485 de 22 de noviembre de 2017, a este tipo de documentos que no cuentan con tales características, no es posible valorarlo en la forma que se pretende y por tanto no sirve de sustento para acreditar que el pago que se hizo fue por un valor inferior al salario devengado por el actor.

Y frente al segundo documento, esto es el de la afiliación a la EPS Saludcopp, lo primero que debe advertirse es que la casilla en la que se encuentra el reporte del salario no es legible, ya que encima de un aparente número que podría ser 515.000 o 915.000 se encuentra un sobre rayado que precisamente impide que se pueda definir con claridad cuál es el verdadero valor reportado; pero en todo caso de ser el menor valor, tampoco podría acreditarse que fue esa la suma que se canceló como aportes en salud, pues esa no es la prueba que demuestra tal afirmación, sino que lo es el correspondiente reporte en donde obra información consistente al empleador que lo hizo, el salario reportado en cada ciclo y el valor exacto de la cotización, lo cual no se percibe en el formulario de afiliación, razón por la que no era posible fulminar condena en contra de los accionantes por concepto de reajuste de las cotizaciones a la seguridad social y por tanto se debió revocar en su integridad y sin adicionarlo, el ordinal cuarto de la providencia emitida el 19 de octubre de 2018, para en su lugar absolver a los demandados de dicha pretensión.

En este punto, preciso resulta decir que en lo relativo a los aportes en salud, simplemente hago aclaración por cuanto en efecto los demás integrantes de la Sala optaron por absolver, pero por razón diferente a la señalada previamente. 

SEGUNDO: En cuanto a la solidaridad que se le pretende endilgar al Departamento de Risaralda, al considerar el señor Rigoberto Velásquez Ochoa que el ente territorial es beneficiario de la obra ejecutada por el Consorcio Cuellar Acero para el cual prestó sus servicios en calidad de oficial de herrería, preciso es recordar que en providencia emitida por esta Corporación el 29 de septiembre de 2016 con ponencia del Magistrado Francisco Javier Tamayo Tabares dentro del proceso ordinario laboral iniciado por el señor Carlos Arturo García Marín en contra de Megabus S.A. y los integrantes del Consorcio Megavia 2004, en el cual se pretendía la declaración de solidaridad del Municipio de Pereira por las obras civiles adelantadas en las calles de ese ente territorial, manifestó: “Por otro lado, si el punto se pudiera dilucidar con prescindencia del tantas veces aludido contrato de obra pública, y solo se atendiera el hecho de que el Municipio de Pereira, es el dueño del sistema masivo de Transporte de pasajeros del área metropolitana, por la simple razón de que estaba proyectado a rodar, y en efecto hoy circula por su malla vial, entre otros, dando a entender, que las vías son de dominio de dicho Municipio, amén de que sobre las mismas fue que el actor ejecutó sus labores, tal como lo razonó el a-quo, es menester despachar negativamente dicha argumentación, por cuanto los Municipios, como los demás entes Públicos, ejercen un derecho de dominio semejante al que ejercen los particulares sobre sus bienes, únicamente en relación con los bienes fiscales (art. 674 C.C.). De tal suerte que, las vías, carreteras, puentes, parques y caminos, son bienes de uso público (art. 674 C.C.), que se encuentran lejos de un dominio focalizado en un solo sujeto titular, así sea éste, un ente público encargado de su mantenimiento y conservación, como son las calles que componen la malla vial de cada Municipio, por lo que no se satisface el enunciado normativo de la calidad de dueño de la obra (art. 34 C.L.)”.

Considero que esa es la posición que debía mantenerse pues no veo motivos actuales de peso para ir ahora en sentido contrario, pues, al no poseer el Departamento de Risaralda la titularidad de la carretera sobre la cual se ejercieron las actividades ejecutadas bajo el amparo del contrato Nº 1207 de 24 de diciembre de 2009 y siendo, como no cabe duda que lo es, un ente simplemente encargado de su mantenimiento y conservación, no es posible catalogarlo como el beneficiario directo de la obra en los términos del artículo 34 del CST, pues los verdaderos beneficiarios no son otros que todos los habitantes del territorio nacional; correspondía en consecuencia revocar el ordinal quinto de la sentencia recurrida.

En esa medida, al absolverse al ente territorial de la pretensión dirigida en su contra por parte del accionante, innecesario resultaba abordar el tema consistente en la comparecencia de la aseguradora Confianza S.A. que en su momento fue desvinculada del proceso por parte de la funcionaria de primer grado. 

Queda así aclarado mi voto en cuanto a los aportes en salud y salvado respecto a los ordenados para pensión y la solidaridad del Departamento de Risaralda.

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado
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